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Señor (a) 
JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE POPAYÁN (Reparto) 
E. S. D. 
 
 
Referencia:  Demanda Ordinaria Laboral en Juicio de Primera Instancia 
Demandante: Luz Mery Avirama Villaquirán en representación de Laura 
Fabiana Vásquez Avirama 
Demandado: Sociedad Administradora de Fondo de Pensiones y 
Cesantías Porvenir S.A.    
 
ÁLVARO EMIRO FERNÁNDEZ GUISSAO, como apoderado especial de la 
demandante de la referencia, comedidamente me dirijo a este Honorable 
Juzgado, para interponer demanda ordinaria conforme los siguientes términos:   
           
 

I. CAPÍTULO PRIMERO 
DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 
1.1. PARTE DEMANDANTE: Está constituida por la señora LUZ MERY 
AVIRAMA VILLAQUIRÁN, mayor y vecina de Popayán, identificada con la C.C. 
No. 25’287.069 de Popayán, quien actúa en nombre de su hija, Laura Fabiana 
Vásquez Avirama. 
 
1.2. APODERADO DE LA PARTE DEMANDANTE: El suscrito ÁLVARO 
EMIRO FERNÁNDEZ GUISSAO, identificado con la C.C. No. 94.414.913 de Cali, 
abogado titulado y en ejercicio con T.P. No. 147.746 del C.S. de la J. 

 
1.3. PARTE DEMANDADA: Sociedad Administradora de Fondo de Pensiones 

y Cesantías Porvenir S.A., empresa de carácter privado, representada 
legalmente por su gerente o por quien haga sus veces. 

 
 

II. CAPÍTULO SEGUNDO 
HECHOS U OMISIONES FUNDAMENTO DE LA ACCIÓN 

 
1. El señor Andrés José Vásquez Bonilla, nació el 16 de enero de 1979. Se 

anexa copia de la cédula de ciudadanía del señor Andrés José Vásquez 
Bonilla. (ver folio No. 3). 
 

2. La señora Luz Mery Avirama Villaquirán, nació el 17 de diciembre de 1976. 
Se anexa copia de la cédula de ciudadanía y Registro Civil de Nacimiento de 
Luz Mery Avirama Villaquirán. (ver folios No. 4 y 5). 
 

3. Las anteriores personas procesaron a Laura Fabiana Vásquez Avirama, quien 
nació el 19 de enero de 1998. Se anexa copia de la cédula de ciudadanía y 
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registro civil de nacimiento de Laura Fabiana Vásquez Avirama, expedido por 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, indicativo serial No. 1370966. (ver 
folios No. 6 y 7). 

 
4. Laura Fabiana Vásquez Avirama nació con Retraso Mental No Especificado y 

fue calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del 
Cauca con porcentaje de pérdida de capacidad laboral de 55% de origen 
común y fecha de estructuración 19 de enero de 1998. Se anexa copia del 
Dictamen de Determinación de Origen y/o Pérdida de Capacidad Laboral y 
Ocupacional de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del 
Cauca y copia de Historia Clínica. (ver folios No. 8 a 16). 

 
5. Laura Fabiana Vásquez Avirama dependió económicamente de su señor 

padre, señor Andrés José Vásquez Bonilla. Se anexan declaraciones 
extrajuicio de la Notaría Tercera del Círculo de Popayán Números 03746 y 
03748. (ver folios No. 17 y 18). 

 
6. El señor Andrés José Vásquez Bonilla laboró para Centrales Eléctricas del 

Cauca en los siguientes periodos: 
 

No. Entidad o Empresa Periodo Entidad 
de 

Previsión 

No. De 
días 

No. de 
semanas 

1 Centrales Eléctricas del 
Cauca - Cedelca 

8-02-1999 a 
16-12-1999 

Porvenir 309 43.85 

2 Centrales Eléctricas del 
Cauca - Cedelca 

26-05-2000 a 
31-12-2000 

Porvenir 216 30.85 

3 Centrales Eléctricas del 
Cauca – Cedelca 

1-01-2001 a 
31-03-2001 

Porvenir 91 13 

4 Centrales Eléctricas del 
Cauca – Cedelca 

2-05-2001 a 
31-12-2001 

Porvenir 240 34.28 

5 Centrales Eléctricas del 
Cauca – Cedelca 

16-01-2002 a 
2-04-2002 

Porvenir 77 11 

6 Centrales Eléctricas del 
Cauca – Cedelca 

1-01-2003 a 
31-05-2003 

Porvenir 151 21.57 

Total tiempo laborado Porvenir 1.084 154.85 

 
Se anexa copia de la Historia Laboral expedida por Porvenir de 28 de mayo de 
2018 (ver folios No. 19 a 22); se anexa Certificación de 10 de abril de 2018, 
expedida por Cedelca (ver folios No. 23 y 24); se anexa Contrato de Trabajo a 
Término Fijo entre el señor Andrés José Vásquez Bonilla y Cedelca (ver folios 
No. 25 a 27). 

 
7. El señor Andrés José Vásquez Bonilla falleció el 31 de mayo de 2003. Se 

anexa Registro Civil de Defunción del señor Andrés José Vásquez Bonilla 
indicativo serial No. 04427283. (ver folios No. 28 y 29). 
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8. El señor Andrés José Vásquez Bonilla cotizó a Porvenir más de 50 semanas 
dentro de los tres (3) últimos años anteriores al fallecimiento. 

 
9. En total cotizó por servicios a Cedelca un total de 110.00 semanas dentro de 

los tres (3) últimos años anteriores al fallecimiento. 
 
10. La señora Luz Mery Avirama Villaquirán presentó reclamación escrita ante 

Porvenir en el mes de agosto de 2007, para que le fuera reconocida la pensión 
de sobrevivientes a la menor Laura Fabiana Vásquez Avirama. 

 
11. Mediante comunicación 2733 de septiembre de 2007, Porvenir le negó el 

reconocimiento e indicó que la causa de la muerte del señor Andrés José 
Vásquez Bonilla fue un accidente de trabajo, por tanto, debía reclamar el 
derecho ante la Administradora de Riesgos Laborales. Se Anexa copia de la 
comunicación 2733 de septiembre de 2007, expedida por Porvenir. (ver folios 
No. 30 a 34). 

 
12. De acuerdo a lo anterior, la señora Luz Mery Avirama Villaquirán demandó a 

la aseguradora de vida Colseguros S.A. para que la jurisdicción declarara que 
la muerte del señor Andrés José Vásquez Bonilla fuera reconocida como 
accidente de trabajo. 

 
13. El Juzgado Laboral del Circuito de Puerto Tejada accedió a las pretensiones 

de la demanda. Se Anexa copia auténtica de la sentencia de primera instancia 
proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Puerto Tejada de 20 de abril 
de 2007. (ver folios No. 35 a 47). 

 
14. La aseguradora Colseguros apeló la decisión con los siguientes argumentos: 

 
14.1. El siniestro que llevó al fallecimiento del causante, no era accidente de 

trabajo. 
14.2. No estaba demostrada la calidad de compañera permanente de la 

señora Luz Mery Avirama Villaquirán. 
 

15. El Tribunal Superior de Distrito Judicial de Popayán, revocó la sentencia 
anterior, le otorgó la razón al apelante de Colseguros S.A. y negó las 
pretensiones de la demanda. Se Anexa copia auténtica de la sentencia de 
segunda instancia proferida por el Tribunal Superior de Distrito Judicial de 
Popayán de 24 de julio de 2009. (ver folios No. 48 a 71). 

 
16. Debido a lo anterior, la señora Luz Mery Avirama Villaquirán reclamó ante 

Porvenir la pensión de sobrevivientes a favor de su hija Laura Fabiana el 11 
de abril de 2018. 
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17. Porvenir negó el derecho pensional a la menor con base en la negativa de 
septiembre de 2007. Se anexa copia del oficio No. 104 de 18 de abril de 2018 
expedido por Porvenir. (ver folios No. 72). 

 
18. Nuevamente, la señora Luz Mery Avirama Villaquirán reclamó ante Porvenir 

la pensión de sobrevivientes a favor de su hija Laura Fabiana en julio de 2021. 
 

19. Nuevamente Porvenir negó el derecho pensional a la menor, indicando que la 
muerte del causante era accidente de trabajo. Se anexa copia del oficio No. 
104 de 4 de agosto de 2021 expedido por Porvenir. (ver folios No. 73 a 75). 

 
20. Debido a la incapacidad mental y permanente de Laura Fabiana Vásquez 

Avirama, la señora Luz Mery Avirama Villaquirán presentó demanda de 
Adjudicación Judicial de Apoyo a favor de Laura Fabiana, proceso que cursa 
en el Juzgado Segundo de Familia del Circuito de Popayán con radicación No. 
19001311000220210007800. Se anexa certificación expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura de 9 de septiembre de 2021. (ver folios No. 76 y 77). 

 
 

III. CAPÍTULO TERCERO 
DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
Pretende el actor que este Honorable Juzgado, previo el seguimiento del proceso 
respectivo, pronuncie en sentencia definitiva las siguientes o similares 
declaraciones y condenas, teniendo en cuenta los principios de indubio pro 
operario, favorabilidad y progresividad: 
 
DECLARATIVAS: 

 
1. Declarar que Laura Fabiana Vásquez Avirama tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes debidamente 
indexada, de que tratan los artículos 73, 74, 46 y 48 de la ley 100 de 1993 
y normas concordantes. 

2. Declarar que Laura Fabiana Vásquez Avirama tiene derecho a la anterior 
pensión desde el día siguiente al del fallecimiento de padre, esto es, 
desde el 1 de junio de 2003. 

3. Declarar que Laura Fabiana Vásquez Avirama debe ser incluida en la 
nómina de pensionados de la entidad. 

4. Declarar que Laura Fabiana Vásquez Avirama tiene derecho al retroactivo 
pensional desde que cumplió los requisitos y hasta que se verifique el 
pago regular de las mesadas pensionales. 

5. Declarar que Laura Fabiana Vásquez Avirama tiene derecho al 
reconocimiento y pago de los intereses de que trata el artículo 141 de la 
ley 100 de 1993. 
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6. Declarar cualquier derecho a favor de Laura Fabiana Vásquez Avirama 
que fuere debatido y probado en el proceso de conformidad con las 
facultades extra petita y ultra petita. 

7. Declarar que las sumas a pagar serán indexadas conforme al Índice de 
precios al Consumidor certificado por el DANE, entre la fecha en que se 
debió pagar cada mesada y la fecha de pago efectivo de la pensión. 

8. Declarar que la parte demandada debe pagar las costas del proceso y 
agencias en derecho. 

 
CONDENATORIAS: 
 
1. Condenar a la parte demandada al reconocimiento y pago de la pensión de 

sobrevivientes de que trata los artículos 73, 74, 46 y 48 de la ley 100 de 1993 
y normas concordantes, debidamente indexada. 

2. Condenar al reconocimiento desde el día siguiente al del fallecimiento de su 
padre, esto es, desde el 1 de junio de 2003. 

3. Ordenar la inclusión en la nómina de pensionados de la entidad. 
4. Condenar al retroactivo pensional desde que Laura Fabiana Vásquez 

Avirama cumplió los requisitos hasta que se verifique el pago regular de las 
mesadas pensionales. 

5. Condenar al reconocimiento y pago de los intereses de que trata el artículo 
141 de la ley 100 de 1993. 

6. Condenar de conformidad con la facultad del Juez de primera instancia de 
fallar Ultra y Extra Petita se ordene y se condene a la entidad demandada a 
reconocer y ordenar el pago de los demás derechos que aparezcan 
probados en el proceso. 

7. Condenar a que las sumas a pagar serán indexadas conforme al Índice de 
precios al Consumidor certificado por el DANE, entre la fecha en que se 
debió pagar cada mesada y la fecha de pago efectivo de la pensión. 

8. Condenar a la parte demandada a pagar las costas del proceso y agencias 
en derecho. 

 
IV. CAPÍTULO CUARTO 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

4.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Históricamente, la intervención del Estado en la relación laboral y sus efectos ha 
permitido estructurar en el sistema jurídico principios y normas que protegen al 
trabajador y a su familia, de los eventuales riesgos que puedan acontecer en su 
trabajo y fuera de él, por razones de justicia social. Así mismo, se han creado 
normas que edifican el sistema de seguridad social integral, de entre los cuales 
se destaca el subsistema de pensiones, que procura que a falta del trabajador o 
pensionado, sean sus sobrevivientes los beneficiarios de las prestaciones que 
recibía aquel del sistema u otras en solidaridad, con el cumplimiento de algunos 
requisitos, que en este caso han sido establecidos por la ley 100 de 1993. Con 
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este sistema legal en amparo de los derechos y garantías constitucionales, las 
personas beneficiarias que antes eran invisibles al sistema, ahora merecen 
protección; así también se protege a la familia como núcleo fundamental de la 
sociedad y ampara a las familias, sin importar la forma como han sido 
constituidas. 
 
Es claro que el causante falleció y que su hija dependía económicamente de él. 
 
De conformidad con las hipótesis planteadas, en el acápite correspondiente y 
con las pruebas que se recaudarán a lo largo de la Litis de demostrará cómo y 
en qué condiciones la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 
pensión de sobrevivientes de origen común, por lo cual se formulan los 
siguientes problemas jurídicos a resolver en miras a obtener el reconocimiento y 
pago de la pensión de sobrevivientes: 
 
¿Es procedente el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes de origen 
común conforme los artículos 73, 74, 46 y 48 de la ley 100 de 1993? 
 
¿Se cumplen los supuestos de los artículos anteriores con respecto de Laura 
Fabiana Vásquez Avirama? 
 

4.2. HIPÓTESIS 
 

LA RESPUESTA A ESTOS INTERROGANTES ES AFIRMATIVA EN CUANTO 
AL RECONOCIMIENTO PENSIONAL, ya que el fallecido dejó causada la 
pensión a favor de su hija, ya que cotizó 110 semanas dentro de los tres años 
anteriores a su fallecimiento y la menor dependía económicamente de él. 
 
El artículo 73 de la ley 1oo de 1993, para el caso de los afiliados al Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad –en adelante RAIS-, remite a los artículos 46 y 
48 para efectos de los requisitos y el monto de la pensión de sobrevivientes, así: 
 

“CAPÍTULO IV. 
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES 

 
ARTÍCULO 73. REQUISITOS Y MONTO. Los requisitos para obtener la pensión 
de sobrevivientes en el régimen de capitalización individual con solidaridad así 
como su monto, se regirán por las disposiciones contenidas en los artículos 46 

y 48, de la presente Ley.” 
 
En este sentido, el artículo 46 de la ley 100 de 1993, aplicable al caso concreto, 
indica los requisitos en semanas para que el causante fallecido deje 
estructurados los requisitos para que los beneficiarios tengan derecho a disfrutar 
de la pensión de sobrevivientes de origen común. Así indica el artículo 46 
referido: 
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“…REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES. <Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 
2003. El nuevo texto es el siguiente:>  
 
Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por 
riesgo común que fallezca y, 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre 
y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos 
años inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes 
condiciones: 
a) <Literal INEXEQUIBLE> 
b) <Literal INEXEQUIBLE> 
 
PARÁGRAFO 1o. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas 
mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su fallecimiento, 
sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión 
de vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta ley, los 
beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo tendrán derecho a la 
pensión de sobrevivientes, en los términos de esta ley. 
 
El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir de la vigencia de 
la Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este parágrafo será del 80% 
del monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez. 

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE>.” 
 
Es claro que la demandante cumple los requisitos de este artículo y le permite 
acceder al beneficio pensional solicitado. 
 
Ahora bien, el artículo 74 establece quienes son los beneficiarios de esta 
prestación, así: 

“ARTÍCULO 74. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES. <Expresiones "compañera o compañero permanente" y 
"compañero o compañera permanente" en letra itálica CONDICIONALMENTE 
exequibles> 
 
<Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es 
el siguiente:> Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 
a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o 
supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del 
causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de 
sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera 
o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida 
marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no 
menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; 
 
b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, 
siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, 
tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con este. La 
pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración 
máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para 
obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el 
causante aplicará el literal a). 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2003/ley_0797_2003.html#13
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Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente, 
con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la 
pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se 
dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido. 
 
<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En caso de convivencia 
simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante entre 
un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el 
beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no 
existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay 
una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá 
reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje 
proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido 
superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra 
cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad 
conyugal vigente; 
 
c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 
años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían 
económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando 
acrediten debidamente su condición de estudiantes y cumplan con el mínimo de 
condiciones académicas que establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si 
dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos 
adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar 
cuando hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 
100 de 1993; 
 
d) <Aparte tachado INEXEQUIBLE> A falta de cónyuge, compañero o 
compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del 
causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de este; 
 
e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con 
derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían 
económicamente de éste. 
 
PARÁGRAFO. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el 

padre, el hijo o el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil.” 
 
La menor tenía y mantiene la calidad de hija inválida beneficiaria del causante, 
de esta manera, cumple los requisitos para ser beneficiaria de la prestación. 
 
4.1. VIOLACION DE LOS ARTÍCULOS 2, 13, 25, 48, 53, 58, 93 y 209 DE LA 
CONSTITUCION POLITICA POR FALTA DE APLICACIÓN. 
 
4.1.1. Las acciones desplegadas por la entidad demandada son violatorias de 
los artículos 1, 2, 13, 25, 48, adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 
de 2005, 53, 58, 93 y 209 de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA COLOMBIANA. 
 

“Artículo 1. Colombia es un estado social de derecho, organizado en forma 
de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista 
  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0100_1993_pr001.html#38
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“Artículo 2. Las autoridades de la república están instituidas para proteger a 
todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias 
y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares.”  

 
El art. 2 de la Constitución Política establece los cometidos estatales que 
condensa la filosofía y fines de nuestro Estado Social de Derecho, cuyo principal 
valuarte es promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la constitución Política, 
asignándole a las autoridades de la República la función de proteger los 
derechos y libertades públicas, asegurando la vigencia de un orden social justo, 
que implica que la justicia sea el sumo principio Constitucional, tal como lo indica 
la carta suprema desde su Preámbulo; pues no puede concebirse el derecho sin 
justicia. La justicia promueve la convivencia pacífica, que de suyo implica 
erradicar la arbitrariedad y limitar la discrecionalidad, facultad esta que cuando 
está en cabeza de las autoridades del Estado no es omnímoda, está reglada y 
solo fue concedida por el legislador bajo el pilar fundamental del interés general, 
que se concreta en los fines del buen servicio, los cuales en últimas son el norte 
que debe orientar cualquier decisión administrativa.  Esta norma en el caso de la 
actora, se violó por la determinación de la entidad demandada, al negarse a 
reconocer su pensión sin existir un criterio objetivo, sin consultar el régimen 
aplicable y la jurisprudencia en interpretación del régimen aplicable, lo que 
convierte su actuación en arbitraria e injusta. 
 
Por su parte el, artículo 13 de la Constitución Política consagra el derecho de 
igualdad.  
 
En el presente caso la citada norma se vulnera cuando a la actora, a pesar de 
tener la densidad de semanas requeridas para el reconocimiento, no se le 
reconoce el beneficio pensional conforme se ha debido hacer. En varios 
pronunciamientos, la Honorable Corte Constitucional ha manifestado que el no 
reconocer el derecho pensional conforme al régimen procedente, es la clara 
manifestación del artículo 13 Superior, ya que a iguales hechos es procedente el 
mismo fundamento de derecho y las mismas consecuencias jurídicas, sobre todo 
en el tema de las pensiones, en el cual el valor último corresponde a la paz y la 
convivencia pacífica. 
 
Conforme lo anterior, la entidad demandada, negó el reconocimiento de manera 
injusta e ilegal el beneficio aludido, pues la igualdad debe ser predicada con 
respecto de la expectativa compartida por personas en iguales o similares 
condiciones, de tal manera que la regulación legal sobre el particular, sea una 
verdadera oportunidad para la realización de los cometidos estatales en 
protección del derecho del trabajo y en virtud del principio de legalidad. De esta 
manera se vulneró el derecho de igualdad establecido en el artículo 13 de la 
Constitución Política. 
 
El artículo 48 constitucional sobre la seguridad social, edifica en cabeza del Estado 
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deber ejecutar determinadas políticas sociales que garanticen y aseguren el 
bienestar de los ciudadanos en determinados marcos como el de las pensiones. 
Estos programas gubernamentales, financiados con los presupuestos estatales, 
son posibles gracias a fondos procedentes del erario, sufragado a partir de las 
imposiciones parafiscales con que el Estado grava a los propios ciudadanos. En 
este sentido, el Estado bienestar no hace sino generar un proceso de 
redistribución de la riqueza, pues en principio, las clases inferiores de una 
sociedad son las más beneficiadas por una cobertura social que no podrían 
alcanzar con sus propios ingresos. 
 
Concluimos entonces que, el sistema de Seguridad Social constituye un 
elemento imprescindible y un objetivo esencial de la sociedad moderna como 
sistema de protección pública de cualquier situación de necesidad y para todas 
las personas. La Seguridad Social trata de proteger la existencia, el salario, la 
capacidad productiva y la tranquilidad de la familia. La finalidad es garantizar el 
derecho humano a la salud, la asistencia médica, la protección de los accidentes 
de trabajo y los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y 
colectivo. 
 
La doctrina ha definido la seguridad social como un “Sistema a través del cual el 
Estado garantiza a las personas comprendidas en su campo de aplicación así 
como a los familiares o asimilados que tuvieren a su cargo, la protección 
adecuada frente a las contingencias y en las situaciones que se contemplan en 
la ley."1 
 
Así mismo como: “Es la protección que la sociedad proporciona a sus miembros 
mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones económicas y 
sociales que, de no ser así, ocasionarían la desaparición o una fuerte reducción 
de los ingresos por causas de enfermedad, maternidad, accidente de trabajo o 
enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte y también la 
protección en forma de asistencia médica y de ayuda a los familiares con hijos"2. 
 
Amparada en el artículo 48 superior, nace la ley 100 de 1993, la cual crea el 
Sistema de Seguridad Social Integral, cuyo objetivo es la garantía de la calidad 
de vida acorde con la dignidad humana, a través de la protección de las 
contingencias que afecten a los individuos. Esta ley tiene como fin primordial el 
respeto de la dignidad humana y de la calidad de vida de los individuos. Delimitó 
tres aspectos básicos como son: i. El sistema general de pensiones, ii. El sistema 
general de salud y; iii. El sistema general de riesgos profesionales. 
 
En el preámbulo de la citada ley se indica: “La Seguridad Social Integral es el 
conjunto de instituciones, normas y procedimientos, de que disponen la persona 
y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento 

                                                 
1 AGUIRDE MARTÍNEZ, Eduardo. “Seguridad Integral en la Organización”. Primera Edición, septiembre 1986. 

Editorial Trillas Venezuela. 
2 ARIAS, Fernando. "Administración de Recursos Humanos" Editorial Trillas Venezuela 1987. 
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progresivo de los planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen 
para proporcionar la cobertura integral de las contingencias, especialmente las 
que menoscaban la salud y la capacidad económica, de los habitantes del 
territorio nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la integración de la 
comunidad”. 
 
Y la jurisprudencia a su vez ha tomado la Seguridad Social como un derecho 
fundamental en el cual juegan un papel importante los fines del Estado y 
principios como la dignidad humana, manifestando que “Con la Ley 100 de 1993 
se creó en el país el llamado sistema de seguridad social integral, con el objeto 
de garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad, dentro 
del criterio de una calidad de vida en consonancia con el postulado constitucional 
de un orden social justo e igualitario, acorde con la dignidad humana, mediante 
la protección de las contingencias que la afecten, con sujeción a los principios 
de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación”3 
 
En suma, la seguridad social es un derecho que tiene la persona para satisfacer 
sus estados de necesidad en salud, pensiones y riesgos profesionales. 
Históricamente ha tenido una gran evolución en tanto se ha desarrollado el 
derecho del trabajo. Busca proteger a la sociedad en general y sus postulados 
han sido estructurados por la Organización Internacional del Trabajo, esto 
porque la seguridad social tiene como fundamento proteger en especial a la clase 
trabajadora, no obstante, la entidad demandada, ha vulnerado las derechos de 
la actora, ya que ha negado el reconocimiento del derecho pensional sin tener 
en cuenta las normas constitucionales y legales para ello en franca violación e 
ilegalidad, pues en vez de brindar protección, estabilidad y respeto por el acto 
propio, ha sido no menos que negligente al no considerar sus derechos 
adquiridos, imponiendo una carga adicional al tener que acudir a la jurisdicción 
para obtener el reconocimiento y pago de sus derechos pensionales conforme la 
normatividad constitucional, legal y los diferentes pronunciamientos 
jurisprudenciales al respecto del tema tratado. 
 
Con respecto de los artículos 25, 53 y 58 se tiene que, el artículo 25 superior ha 
establecido el trabajo como un valor, un derecho, un principio y un deber, que en 
cualquier modalidad debe ser protegido por el Estado, por supuesto en 
condiciones dignas y justas. La actitud desplegada por la entidad demandada 
contrasta con estos postulados, toda vez que a pesar de que la parte 
demandante tiene cumplidos los requisitos para el reconocimiento pensional, 
debe compartir la expectativa que deriva de las normas pertenecientes al 
régimen pensional. Esto, por su especial connotación y en respeto de las 
disposiciones especiales aplicables.  El artículo 53 por su parte, establece los 

                                                 
3 Sentencia de la Corte Constitucional C-1027 de 2002, M. P. Dra.: CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ, Bogotá,, 

veintisiete (27) de noviembre de dos mil dos (2002); en igual sentido pueden consultarse entre otras las sentencias C-
714/98, C-1489/00, C-921/01, C-616/01, C-111/00, C-1187/00, C-731/00, C-828/01, C-867/01, C-956/01, C-1250/01, 
SU.819/99, C-714/98,C-731/00, C-616/01, C-584/95, C-1165/00, SU.819/99, C-506/01, T-475/96, C-1095/01, C-

155/98, C-125/00,C-1165/00, SU.480/97, C-731/00. 
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principios fundamentales que protegen a todo trabajador en el Estado de 
Colombia; a su vez el Artículo 58, establece la garantía constitucional a la 
propiedad privada y a los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes. 
Derechos que no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores, 
de modo que los derechos adquiridos legal y convencionalmente deben ser 
respetados con todas las implicaciones que ello conlleva. 
 
El artículo 93, establece: “Los tratados y convenios internacionales ratificados 
por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los 
derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia.” (Resaltado fuera del texto). 
 
En este sentido, deben respetarse los Convenios o Tratados Internacionales 
suscritos y ratificados por Colombia, que tratan sobre temas pensionales y el 
respeto de los derechos de esta estirpe. Ya lo ha definido la Corte Constitucional 
en examen de los artículos 4 y 93 superiores, en tanto ha desarrollado basta 
jurisprudencia en torno a la aplicación del llamado Bloque de Constitucionalidad. 
Así lo ha definido la Corte Constitucional: “El bloque de constitucionalidad está 
compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el 
articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados 
a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son 
pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 
situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener 
mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado constitucional 
stricto sensu”4 
 
Es entonces la aplicación de dichos tratados o convenios que surge como razón 
jurídica vinculante. 
 
Las anteriores disposiciones constitucionales, son vulneradas por la decisión de 
la entidad demandada, toda vez que desconoce la inescindibilidad de las 
normas, aplicando la menos beneficiosa a la actora en tanto niega el 
reconocimiento pensional sin tener en cuenta los principios que emanan del 
artículo 53 superior y le niega el beneficio recargando sobre ella una obligación 
que no le corresponde, entendiendo que el precedente de la Corte Suprema de 
Justicia ha sido pacífica en el reconocimiento de las pensiones de sobrevivientes, 

                                                 
4 Sentencia No. C-225 de 1995. REF: Exp. No. L.A.T.-040. Revisión constitucional del "Protocolo adicional a los 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin 

carácter internacional (Protocolo II)" hecho en Ginebra el 8 de junio de 1977, y de la Ley 171 del 16 de diciembre de 

1994, por medio de la cual se aprueba dicho Protocolo. M.P.: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. Temas:- La 

naturaleza imperativa de las normas humanitarias y su integración en el bloque de constitucionalidad. -La aplicabilidad 
del Protocolo II y la soberanía del Estado colombiano. - Humanización de la guerra y derecho a la paz. - La protección 

de la población no combatiente y las obligaciones de las partes en conflicto. Bogotá dieciocho (18) de mayo de mil 

novecientos noventa y cinco (1995). 
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y además, desestimando que la muerte del causante no fue accidente laboral, 
sino de origen común. 
 
VIOLACION DE LOS ARTÍCULOS 1, 17, 21, 23, 24 Y 26 de la ley 16 de 1972, 
Por medio de la cual se aprueba la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica 
el 22 de noviembre de 1969;  De los artículos 4, 9, 19, 15, de la ley 319 de 1996, 
Por medio de la cual se aprueba el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", suscrito en San Salvador el 
17 de noviembre de 1988, POR FALTA DE APLICACIÓN. 
 
Ley 16 de 1972. Ratifica en su totalidad e incorpora incondicionalmente en el 
derecho interno colombiano la Convención Americana de Derechos Humanos 
(CADH) o Pacto de San José de Costa Rica. En los términos del artículo 93 de 
la Constitución Nacional las disposiciones de este tratado prevalecen en el orden 
interno, es decir, este tratado pertenece al denominado doctrinalmente “Bloque 
de Constitucionalidad”. De cualquier manera, en esta ley aprobatoria se hace 
mención a la OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS, A LA 
PROTECCIÓN A LA FAMILIA, A LOS DERECHOS POLÍTICOS, A LA 
IGUALDAD ANTE LA LEY Y AL DESARROLLO PROGRESIVO de las 
condiciones de las personas establecidas como derechos inalienables y de 
respeto inmediato por parte del Estado. 
 
Ley 319 de 1996. Ratifica el Protocolo de San Salvador sobre Derechos 
Económicos Sociales y Culturales. Adiciona la Convención Americana de 
Derechos Humanos. En los términos del artículo 93 de la Constitución Nacional 
las disposiciones de este tratado prevalecen en el orden interno, es decir, este 
tratado pertenece al denominado doctrinalmente “Bloque de Constitucionalidad”. 
En esta ley se expresan temas sobre NO ADMISION DE RESTRICCIONES, 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL, DERECHO A LA SALUD, DERECHO A 
LA CONSTITUCIÓN Y PROTECCIÓN DE LA FAMILIA. 
 
Las anteriores normas se violan en tanto la entidad demandada no respetó el 
régimen aplicable a la demandante, imponiendo cargas excesivas. 
 
 

DEL REGÍMEN APLICABLE A LA PENSION DE SOBREVIVIENTES DE 
LAURA FABIANA VÁSQUEZ AVIRAMA 

 
Son varios los pronunciamientos efectuados por la Sala Plena sobre la pensión 
de sobrevivientes; por ejemplo, en sentencia C-336 de abril 16 de 2008, con 
ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas Hernández, la Corte estudió la 
naturaleza y finalidad de esta prestación, asegurando que requiere un 
tratamiento diferencial positivo y protector que permita un reconocimiento digno 
e igualitario por parte de la sociedad a quienes se encuentran inmersos en una 



91 

 

situación involuntaria. Al respecto, resulta conveniente retomar lo expresado en 
esa oportunidad: 
 

 “Anteriormente denominado derecho a la sustitución pensional, la pensión de 
sobrevivientes corresponde a una garantía propia del sistema de seguridad 
social fundada en varios principios constitucionales, entre ellos el de solidaridad 
que lleva a brindar estabilidad económica y social a los allegados al causante; 
el de reciprocidad, por cuanto de esta manera el legislador reconoce en favor 
de ciertas personas una prestación derivada de la relación afectiva, personal y 
de apoyo que mantuvieron con el causante; y el de universalidad del servicio 
público de la seguridad social, toda vez que con la pensión de sobrevivientes se 
amplía la órbita de protección a favor de quienes probablemente estarán en 
incapacidad de mantener las condiciones de vida que llevaban antes del 
fallecimiento del causante. 

 
La pensión de sobrevivientes es uno de los mecanismos establecidos por el 
legislador para realizar los derechos de previsión social; su finalidad es la de 
crear un marco de protección para las personas que dependían afectiva y 
económicamente del causante, permitiendo que puedan atender las 
necesidades propias de su subsistencia y hacer frente a las contingencias 
derivadas de la muerte del pensionado o afiliado.  
 
Como la pensión de invalidez, la pensión de sobrevivientes es una institución de 
la seguridad social favorable a quienes se encuentran en situación involuntaria 
e insufrible de necesidad y requieren un tratamiento diferencial positivo o 
protector que les permita un reconocimiento digno e igualitario por parte de la 
sociedad. Por esta razón, el ordenamiento jurídico crea un determinado orden 
de prelación respecto de las personas afectivamente más cercanas al causante, 
privilegiando a quienes más dependían emocional y económicamente de él…” 

  
En ese orden de ideas, debe tenerse en cuenta que la naturaleza de la pensión 
de sobrevivientes, es suplir la ausencia repentina del apoyo económico del 
pensionado o del afiliado al grupo familiar, con el fin de evitar que su muerte se 
traduzca en un cambio radical de las condiciones de subsistencia mínimas de 
los beneficiarios de dicha prestación. 
 
Con respecto de la norma aplicable a la pensión de sobrevivientes, es entendido 
de manera suficiente que la norma aplicable es la que regía al momento de la 
muerte del causante del beneficio, al respecto ha comentado:  
 

“…De manera que, aunque el artículo 30 del Acuerdo 049 de 1990 era la norma 
que regulaba la situación sometida a decisión, pues, como lo tiene dicho la 
jurisprudencia de esta Sala, dados el efecto inmediato de la ley y el carácter 
retrospectivo de las normas laborales, salvo algunas eventualidades que no 
vienen al caso, la muerte del pensionado es el evento que marca la aplicación 
en el tiempo de la normatividad que ha de regular el derecho de los beneficiarios 
a la sustitución de su pensión, el Tribunal al momento de aplicarla restringió su 
alcance, por lo que la aplicó indebidamente, como se lo reprocha el censor.5 
(Subrayado fuera de texto). 

 

                                                 
5 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE CASACIÓN LABORAL Radicación No. 27593 Acta No. 15 Magistrado Ponente: 

FRANCISCO JAVIER RICAURTE GÓMEZ Bogotá, D.C., dos (2) de marzo de dos mil siete (2007).  
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Se tiene en aplicación al criterio expuesto, que la norma que tenía vigencia para 
la época del deceso del causante, era la ley 797 de 2.003 que modificó los 
artículos 46 y 74 de la ley 100 de 1993. En este sentido corresponde verificar el 
cumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos 46 y 74 de la Ley 
100 de 1993. 
 
El legislador de 1993 al expedir la Ley 100, incluyó en el artículo 11 el 
reconocimiento expreso de los derechos adquiridos en la fecha de su entrada en 
vigencia64, y en el artículo 13 las características del sistema general de 
pensiones para que quienes, por razón de la edad o del tiempo trabajado o 
cotizado, pudieran encontrarse próximos a adquirir el derecho pensional o dejar 
causado el mismo, continuaran sujetos al régimen que para entonces gobernara 
su expectativa, en cuanto a los requisitos de la ley, pues dice textualmente el 
artículo 11: 
 

"…ARTICULO 11. Campo de aplicación. El Sistema General de Pensiones, con 
las excepciones previstas en el artículo 279 de la presente Ley, se aplicará a 
todos los habitantes del territorio nacional, conservando adicionalmente todos 
los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y 
establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores para quienes a la 
fecha de vigencia de esta Ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 
pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución 
o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus 
órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector privado en general. 
 
 Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia 
los derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas anteriores, pacto 
o convención colectiva de trabajo. Lo anterior será sin perjuicio del derecho de 
denuncia que les asiste a las partes y de que el tribunal de arbitramento dirima 
las diferencias entre las partes…” 

 
En este aparte normativo, la ley garantiza que con el cumplimiento de los 
requisitos puede accederse a las prestaciones establecidas en la ley 100 de 
1993, que en el caso pensional de sobrevivencia, por supuesto lo constituyen los 
artículo 46 y 74 de la ley 100 de 1993. 
 
A su turno, el artículo 60 de la ley 100 de 1993, establece las características del 
régimen de ahorro individual con solidaridad –como es el caso de la pensión de 
sobrevivientes reclamada-, así: 
 

                                                 
6 Ley 100 de 1993, Art. 11. (Texto original): "El Sistema General de Pensiones, con las excepciones previstas en el 

artículo 279 de la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, conservando adicionalmente 
todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones 

normativas anteriores para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores 

público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector privado en general. 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los derechos adquiridos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pacto o convención colectiva de trabajo. Lo anterior será sin perjuicio del derecho 

de denuncia que le asiste a las partes y de que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes."  
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ARTÍCULO 60. CARACTERÍSTICAS. El Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad tendrá las siguientes características: 
 
a. Los afiliados al Régimen tendrán derecho al reconocimiento y pago de las 
pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, así como de las 
indemnizaciones contenidas en este título, cuya cuantía dependerá de los 
aportes de los afiliados y empleadores, sus rendimientos financieros, y de los 
subsidios del Estado, cuando a ellos hubiere lugar; 
 
(…)” 

 

Teniendo en cuenta entonces, que se trata de una pensión del régimen de ahorro 
individual con solidaridad, debe aplicarse los artículos 46 y 48 del estatuto 
general de pensiones en cuanto a los requisitos y monto y el artículo 74 en cuento 
a los beneficiarios. De este modo, el artículo 46 de la ley 100 de 1993 instituye 
quienes son beneficiarios para obtener la pensión de sobrevivientes, así como 
las semanas necesarias para dejar causado el derecho: 

 
Así indica el artículo 46 referido: 
 

“…REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES. <Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 
2003. El nuevo texto es el siguiente:>  
 
Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por 
riesgo común que fallezca y, 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre 
y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos 
años inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes 
condiciones: 
a) <Literal INEXEQUIBLE> 
b) <Literal INEXEQUIBLE> 
 
PARÁGRAFO 1o. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas 
mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su fallecimiento, 
sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión 
de vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta ley, los 
beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo tendrán derecho a la 
pensión de sobrevivientes, en los términos de esta ley. 
 
El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir de la vigencia de 
la Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este parágrafo será del 80% 
del monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez. 

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE>.” 
 
Es claro que se determinan dos reglas diferentes: 1) Beneficiarios del 
pensionado y, 2) Beneficiarios del afiliado al sistema, cuyo causante hubiere 
cotizado por lo menos 50 semanas en los tres años anteriores al fallecimiento. 
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En el caso que nos ocupa, el causante al momento de su fallecimiento no estaba 
pensionado y era dependiente activo ya que laboraba en Cedelca, de modo que 
para el caso se aplica la regla 2. 
 
Por su parte el artículo 74 complementa el artículo anterior, ya que establece 
otras reglas para los beneficiarios de esta prestación, determinado si la pensión 
será temporal o vitalicia, así: 
 

“BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. <Expresiones 
"compañera o compañero permanente" y "compañero o compañera 
permanente" en letra itálica CONDICIONALMENTE exequibles> 
 
<Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es 
el siguiente:> Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 
 
a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o 
supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del 
causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de 
sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera 
o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida 
marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no 
menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; 
 
b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, 
siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, 
tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con este. La 
pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración 
máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para 
obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el 
causante aplicará el literal a). 
 
Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera 
permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir 
parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha 
pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con 
el fallecido. 
 
<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En caso de convivencia 
simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante entre 
un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el 
beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no 
existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay 
una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá 
reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje 
proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido 
superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra 
cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad 
conyugal vigente; 
 
c) <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los hijos menores de 18 años; los hijos 
mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón 
de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de 
su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de 
estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que 
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establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del 
causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las 
condiciones de invalidez. Para determinar cuando hay invalidez se aplicará el 
criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993; 
 
d) <Aparte tachado INEXEQUIBLE> A falta de cónyuge, compañero o 
compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del 
causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de este; 
 
e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con 
derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían 
económicamente de éste. 
 
PARÁGRAFO. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el 
padre, el hijo o el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil.” 

 

Para el caso que nos ocupa, se aplican claramente el literal c, ya que la menor 
tenía y mantiene la calidad de hija inválida del fallecido, de esta manera, cumplen 
los requisitos para ser beneficiaria de la prestación. 
 
De cualquier modo, con las pruebas testimoniales y las declaraciones 
extrajudiciales anexas a la demanda, se comprobará que la menor dependía 
económicamente del causante. 
 
Por su parte, es la ley 717 de 2001, la que regula el término de reconocimiento 
pensional, en el caso de la pensión de sobrevivientes. En el art. 1 dice “… que el 
reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de 
Previsión Social correspondiente, debe efectuarse a más tardar dos meses 
después de radicada la solicitud…”. 
 
Así mismo, el artículo 141 de la ley 100 de 1993, consagra el reconocimiento de 
los intereses moratorios para las pensiones reguladas por la misma. En este 
aparte, se trata de establecer si al reconocimiento y pago de la pensión de 
jubilación o vejez conferida al accionante, se le debe reconocer, liquidar y pagar 
los intereses de la norma anotada. 
 
El legislador de 1993 al expedir la Ley 100, incluyó en el artículo 11 el 
reconocimiento expreso de los derechos adquiridos en la fecha de su entrada en 
vigencia7, y en el artículo 141 de la ley 100 de 1993, enuncia textualmente: 

 

                                                 
7 Ley 100 de 1993, Art. 11. (Texto original): "El Sistema General de Pensiones, con las excepciones previstas en el 

artículo 279 de la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, conservando adicionalmente 
todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones 

normativas anteriores para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores 

público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector privado en general. 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los derechos adquiridos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pacto o convención colectiva de trabajo. Lo anterior será sin perjuicio del derecho 

de denuncia que le asiste a las partes y de que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes."  
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"INTERESES DE MORA. A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en 
el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad 
correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a 
su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente 
en el momento en que se efectué el pago”. 
 

En los términos de la norma transcrita, se infiere que los intereses moratorios se 
generan sin ningún tipo de condicionamientos, fuera del cumplimiento de los 
requisitos para adquirir el derecho a la pensión. 
 
Esta norma ya fue analizada en sede de constitucionalidad por la Corte 
Constitucional, que declaró la exequibilidad en el sentido de indicar que este 
artículo 141 se aplica a toda clase de pensiones, así indicó: 
 

“…Finalmente, en cuanto a la acusación dirigida contra el segmento normativo 
"de que trata esta ley", contenido en el artículo 141 de la ley 100 de 1993, 
tampoco comparte la Corte el cargo formulado por el demandante, pues la 
disposición no se refiere a las personas que hayan adquirido el derecho al pago 
de su pensión con anterioridad al 1º de enero de 1994, sino que alude al hecho 
de que la ley 100 de 1993 se refiere a las mesadas pensionales que se pagan 
con ocasión del reconocimiento de la pensión de vejez, invalidez y 
sobrevivientes, pues, repárese, que con la expedición de la ley 100 de 1993, se 
creó un nuevo régimen de pensiones y de salud, que entró a regir el 1º de abril 
de 1994.  Es decir, en principio esta norma derogó  los regímenes  
especiales anteriores a su vigencia, pero  sin duda subsisten algunos 
regímenes particulares y hay que precisar que la norma acusada  tiene un 
carácter  general,  aplicable inclusive, para todo tipo de pensiones.  Las 

excepciones expresamente contempladas en el estatuto de seguridad social, tal 
como lo dispone el artículo 11 de la ley 100, conforme lo consagra la sentencia 
C-408 de 1994…”8. (negrilla y cursivas a propósito). 

 
Recordemos que en relación con el derecho a percibir los intereses en caso de 
mora en el pago de mesadas pensionales -que prevé el Artículo 141 de la Ley 100 
de 1993-, desde antaño y sin virajes, la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, ha insistido en que los mismos no tienen carácter 
sancionatorio, sino de resarcimiento; por manera que la causación del derecho a 
percibirlos, no está sujeta a condiciones o requisitos distintos al incumplimiento de 
la respectiva obligación pensional, la cual surge cuando se consolida el derecho 
prestacional por reunirse los requisitos establecidos en la ley. 
 
Así mismo, sobre el reconocimiento de las pensiones, es claro que el querer del 
legislador es la garantía del reconocimiento a tiempo de las pensiones en el 
sistema general de pensiones, sin considerar el origen de la pensión o quien 
administre la entidad. 
 

                                                 
8 Sentencia C-601/00, Referencia: expediente D-2663. Acción pública de inconstitucionalidad contra el artículo 141 
parcial de la ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones". 

Actor: Juan De Jesús Robles Vivas. Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORÓN DÍAZ. Santa Fe de Bogotá, D.C., mayo 

veinticuatro (24) del año dos mil (2000). 
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De la misma forma, no hay calificación adicional para la procedencia del pago de 
los intereses, simplemente hay que probar la fecha en que el derecho debió 
reconocerse y la fecha inicial de pago de la pensión, lo que se probará con los 
documentos que la entidad aporte y que se solicitarán en el acápite respectivo. 
 
En suma, el pago de los intereses moratorios surge para la entidad de previsión 
social a partir del momento en que se cumplen los requisitos para tener derecho 
a la pensión por invalidez, vejez o sobrevivencia, a decir del máximo órgano de 
cierre de la jurisdicción ordinaria laboral, sin que se pueda reparar en la 
responsabilidad, buena fe o mala fe, aplicando para ello el artículo 19 del decreto 
reglamentario 656 de 1994: 
 

“…“El otro reproche del recurrente tiene que ver con el momento a partir del cual se 
causan los intereses moratorios, y su tesis en este sentido, acogiendo una doctrina del 
H. Consejo de Estado, es que los mismos no se generan cuando el derecho pensional 
está en discusión, sino cuando existe para el administrado una pensión reconocida por 
el Estado y, a pesar de ello, se omite la obligación de cancelarla oportunamente. 
 
Para la Sala ese no es el entendimiento que debe atribuírsele a la norma en cuestión, 
ya que no se corresponde a su tenor literal, a su espíritu, ni a los antecedentes 
históricos. 
 
En efecto, el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 prevé que los intereses se causan en 
caso de mora en el pago de las mesadas pensionales, obligación del pago de tales 
mesadas que, surge en principio cuando el interesado cumple los requisitos legales de 
edad y tiempo de servicios. Pero puede ocurrir que a pesar de satisfacer esas 
exigencias, opte por no retirarse del servicio y seguir laborando, caso en el cual 
obviamente no alcanza a nacer la obligación de pago, por cuanto dicha carga de 
pagarla en esta hipótesis se difiere hasta el momento del retiro. Y aunque no es 
estrictamente necesario, por cuanto la ley contempla la posibilidad de que el empleador 
solicite directamente que se pensione a uno de sus trabajadores, se requiere 
usualmente que la persona con vocación de acceder a una pensión haga la solicitud 
pertinente al ente administrador y allegue la documentación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos exigidos legalmente, actuación que resulta necesaria 
conforme se desprende del artículo 11 del Código Procesal del Trabajo, tanto en su 
versión primigenia como ya en vigencia de la reforma de la Ley 712 de 2001, incluso 
en los términos del artículo 8º de la Ley 10 de 1972, los cuales se refieren a un 
procedimiento administrativo previo o a la acreditación de los requisitos que debe ser 
actuación realizada por el interesado y sirve para poner en marcha los trámites internos 
de la entidad administradora de pensiones. 
 
Valga puntualizar que el derecho a recibir el pago de las mesadas no emerge del 
reconocimiento de la pensión por parte de la entidad que le corresponde, sino del 
cumplimiento legal de la edad y el tiempo de servicios o la densidad de cotizaciones, a 
lo cual se debe adicionar el retiro definitivo del servicio activo, tan es así que cuando el 
reconocimiento se hace con posterioridad al retiro se ordena el pago de los retroactivos 
respectivos. Lo anterior no quiere decir, sin embargo, que los intereses moratorios 
nazcan también a partir de ese mismo momento, por cuanto como ya se dijo y lo resaltó 
atinadamente el Tribunal, no puede perderse de vista que la entidad administradora 
cuenta con un término para resolver la petición, de modo que los intereses solamente 
empiezan a causarse si el pago se hace por fuera de aquel plazo. Todo lo expuesto 
permite afirmar que el Tribunal no se equivocó cuando consideró que los intereses 
moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 se generan desde el momento en 
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que, vencido el término de gracia que tienen las administradoras de pensiones para 
resolver la solicitud de pensión y proceder a su pago, no lo hacen.       
 
Para abundar en razones acerca de que esa interpretación es la correcta, debe 
recordarse que el legislador nacional, aunque en un principio parcial y limitadamente, 
siempre estuvo preocupado por señalar un plazo para el pago de las pensiones y las 
prestaciones sociales, así como la sanción drástica por el incumplimiento de ese 
mandato, en cuyo trasfondo estuvo sin duda la concepción de que se trataba de 
derechos vitales y mínimos, indispensables para asegurar la manutención del 
trabajador y su familia, sobre todo la pensión dado su carácter de sucedáneo del 
salario.  En ese marco se expidieron normas como la Ley 10 de 1972 y el Decreto 797 
de 1949, la primera de las cuales si bien estaba dirigida a las empresas o empleadores 
obligados a reconocer y pagar las pensiones de jubilación, invalidez o retiro por vejez, 
imponía la obligación de reconocer la pensión dentro de los 90 días siguientes a la 
acreditación del derecho a disfrutar la prestación, vencidos los cuales se causaba la 
denominada sanción moratoria, es decir, se exponía a que fuera obligado a pagar un 
día del salario que el beneficiario de la prestación venía recibiendo, por cada día de 
mora en el pago de la pensión, previsión que se presenta de manera más nítida en el 
Decreto Reglamentario 1672 de 1973 que dispuso que si las empresas a las que aludió 
la ley no cancelan las pensiones dentro de los 90 días, deberán la sanción moratoria. 
Así, estos elementos orientan la interpretación de las leyes actualmente vigentes, por 
lo que debe destacarse que en el país siempre se ha privilegiado el pago rápido de las 
prestaciones de los trabajadores, entre ellas las pensiones, se ha otorgado un plazo 
de gracia para el reconocimiento del derecho y se ha establecido que los efectos 
resarcitorios o sancionatorios solamente se producirían una vez vencido dicho plazo 
de gracia, de suerte que con base en esos criterios, que estima la Sala aparecen 
reflejados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, queda sin sustento el argumento 
del recurrente respecto a que los intereses se causan cuando el derecho no es materia 
de discusión o cuando se omite el pago de una pensión ya reconocida. Y aunque 
evidentemente existen diferencias entre los obligados de antaño (los empleadores) y 
los de ahora (las administradoras de pensiones) y el carácter de las medidas 
resarcitorias del pasado, que incluso tenían un carácter sancionatorio y punitivo 
(salarios moratorios) y las del presente (intereses moratorios), esas distinciones no 
alcanzan a desvirtuar las conclusiones que se extrajeron sobre el momento en que 
debe entenderse empiezan a causarse los intereses moratorios.   
 
Corresponde agregar que la finalidad del artículo 141 de la Ley 100 fue afianzar el 
carácter vital de la pensión, propender por su pronto pago y proteger a los pensionados, 
disuadiendo las dilaciones en su trámite y por ello los intereses moratorios antes que 
ser una sanción para la entidad obligada, son una medida resarcitoria en el caso del 
no pago oportuno de la mesada, y por lo mismo hay que entender que se causan desde 
el momento en que debe hacerse el pago y no se realiza.          
 
Por último debe precisarse que el plazo de 4 meses que el Tribunal señaló como 
término de gracia para que se resolviera la solicitud de pensión y su consecuente 
pago, es adecuado para este caso y no constituye un error jurídico, puesto que 
ese es el lapso que fijó el artículo 19 del Decreto Reglamentario 656 de 1994 para 
el caso de las sociedades administradoras de fondos de pensiones, pero nada 
impide su extensión a las entidades del régimen de prima media con prestación 
definida, pues ante la carencia de norma expresa que señale el plazo 
correspondiente, bien puede acudirse a dicha norma de conformidad con lo 
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previsto en el artículo 19 del Código Sustantivo del Trabajo.”9 (Resaltas fuera del 

texto).”. 
 

Aserto anterior, ratificado por la sentencia ya citada, donde actuó como ponente 
el Dr. Ricaurte, haciendo referencia al conteo de los términos para el 
reconocimiento de dichos intereses: 
 

“…Además, es menester señalar, que esta Sala ha sostenido que los intereses 
moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, solamente se 
causan a partir del plazo máximo de 4 meses a que se refiere el artículo 9 de la 
Ley 797 de 2003, esto es, desde el momento en que, vencido el término de gracia 
que tienen los fondos de pensiones para resolver la solicitud de pensión y 

proceder a su pago, no lo hacen…”10. 

 
Así mismo, sobre el reconocimiento de las pensiones, es claro que el querer del 
legislador es la garantía del reconocimiento a tiempo de las pensiones en el 
sistema general de pensiones, sin considerar el origen de la pensión o quien 
administre la entidad. 
 
En reciente precedente, la Corte Suprema de Justicia, vertido en la sentencia 
SL3130-2020, Radicación n.° 66868 Acta 30 de 19 de agosto de dos mil veinte 
(2020), Magistrado ponente Dr. JORGE LUIS QUIROZ ALEMÁN, indicó que los 
intereses moratorios proceden no sólo cuando se trata del reconocimiento del 
derecho, sino de la reliquidación pensional, así: 
 

“Así las cosas, una interpretación racional y sistemática del artículo 141 de la Ley 
100 de 1993 obliga a la Corte a reconocer que los intereses moratorios allí 
concebidos se hacen efectivos en el caso de un pago deficitario de la obligación, 
pues, en dicho evento, la entidad encargada de su reconocimiento también incurre 
en mora. 
 
3. En aras de reforzar argumentativamente la anterior inferencia, la Corte estima 
pertinente recordar que, en el específico ámbito de las relaciones de trabajo, 
respecto de las sanciones que castigan el incumplimiento del empleador en el 
pago de los salarios y prestaciones sociales de los trabajadores, la jurisprudencia 
ha establecido que el fenómeno de la mora se consolida tanto en los casos de 
falta de pago de la obligación como en los de pagos parciales o deficitarios. 
 
(…) 
 
En esas condiciones, si los intereses moratorios tienen como finalidad reparar los 
perjuicios ocasionados al pensionado por la mora en el pago de su respectiva 
pensión, es imperioso reconocer que deben tener procedencia tanto en los casos 
de omisión en el pago de la prestación, como en los casos de pago incompleto, 

                                                 
9
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN LABORAL. Bogotá D.C., diecinueve (19) 

de mayo de dos mil diez (2010). Magistrado Ponente: DR. LUIS JAVIER OSORIO LÓPEZ. Radicación 

N° 42080. Acta N° 16. 
10 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN LABORAL. Magistrado Ponente fue el 

Dr. Francisco Javier Ricaurte Gómez, Radicación: 42839 de 29 de noviembre de 2011. 
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pues en los dos eventos se produce un detrimento para el pensionado, que 
merece una compensación efectiva. 
 
(…) 
 
En ese sentido, para la Corte es preciso subrayar que la obligación constitucional 
y legal de las entidades administradoras de pensiones no es solo la de pagar de 
manera oportuna las pensiones de sus afiliados, sino también y 
fundamentalmente la de pagarlas de manera íntegra, cabal y completa, pues, de 
lo contrario, se harán merecedoras de la imposición de los intereses moratorios 
establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. 
 
6. Como conclusión, la Corte encuentra suficientes razones para modificar su 
jurisprudencia hasta ahora vigente, y sostener que la correcta interpretación del 
artículo 141 de la Ley 100 de 1993 permite inferir que los intereses moratorios allí 
consagrados proceden tanto por la falta de pago total de la mesada como por la 
falta de pago de alguno de sus saldos o ante reajustes ordenados judicialmente. 
 
Ahora bien, la posición que se sienta a través de esta decisión y que se justifica 
en líneas anteriores merece dos precisiones fundamentales. 
 
En primer lugar, que permanece vigente la jurisprudencia de la Corte en torno al 
carácter meramente resarcitorio de los intereses, mas no sancionatorio, de 
manera que no es necesario realizar algún examen de la conducta de la entidad 
obligada tendiente a descubrir algún apego a los postulados de la buena fe. Ello 
con la salvedad de algunos casos en los que, según la jurisprudencia, las 
entidades niegan administrativamente un determinado derecho pensional o 
definen su cuantía con amparo en el ordenamiento legal vigente y teniendo en 
cuenta que, finalmente, la obligación se produce por la aplicación de reglas 
jurisprudenciales relativas a la validez de algunas normas. 
 
En segundo lugar, que los intereses moratorios sobre saldos o reajustes de la 
pensión deben liquidarse respecto de las sumas debidas y no pagadas, pero no 
teniendo como referente la totalidad de la mesada pensional. En este punto es 
claro el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 en cuanto dispone que la respectiva 
entidad debe pagar «la obligación a su cargo», que en este caso es el saldo 
debido, y «sobre el importe de ella», ese decir ese saldo, «la tasa máxima de 
interés moratorio vigente en el momento que se efectúe el pago”. 
 
En los referidos términos, queda fijada la posición de la Corte en torno al tema 
tratado.” 

 
Es procedente el reconocimiento de los intereses moratorios, como quiera que 
Porvenir no reconoció, debiendo hacerlo la pensión a la menor sin existir un 
criterio objetivo para ello. Se trata de una persona con limitación mental de 
carácter permanente que no puede valerse por sí misma y depende para todas 
sus acciones de la vida cotidiana de la ayuda de otros. 
 
Las anteriores disposiciones legales y constitucionales, son vulneradas por la 
decisión de la entidad demandada, toda vez que desconoce la inescindibilidad 
de las normas, aplicando la menos beneficiosa a la actora en tanto le niega el 
reconocimiento al derecho pensional de manera arbitraria. 
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Los derechos aquí reclamados, son ciertos, indiscutibles y adquiridos legal y 
constitucionalmente, por lo tanto deben ser respetados y reconocidos en los 
términos de la Constitución Política, en concordancia con los múltiples 
señalamientos expresados por la Corte Constitucional, la Corte Suprema e 
Justicia y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en materia de 
derechos pensionales. 
 

V. CAPÍTULO QUINTO 
CUANTÍA Y COMPETENCIA 

 
Para efectos de determinar la competencia del Despacho, se indicará que la 
cuantía es superior a 20 SMMLV, como quiera que la mesada pensional mensual 
de sobrevivientes equivale a un SMMLV, que calculado por los tres (3) años 
anteriores a la presentación de la demanda asciende a la suma de $31.118.772: 
 

# de mesadas Año Vr SMMLV Monto 

2 mesadas 2018  $        781.242,00   $       1.562.484,00  

12 mesadas 2019  $        828.116,00   $       9.937.392,00  

12 mesadas 2020  $        877.803,00   $     10.533.636,00  

10 mesadas 2021  $        908.526,00   $       9.085.260,00  

Total a Octubre de 2021  $     31.118.772,00  

 
Por la naturaleza del asunto, por el domicilio de la entidad de seguridad social 
demandada o el del lugar donde se haya surtido la reclamación del respectivo 
derecho, es decir, el Municipio de Popayán y demás factores que determinan la 
competencia debe Usted Señor Juez conocer de este asunto en juicio ordinario 
de primera instancia. 
 
 

VI. CAPÍTULO SEXTO 
TRÁMITE 

 
Debe dársele a este asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera 
instancia, previsto en los artículos 74 y siguientes del C. P. L. 
 
 

VII. CAPÍTULO SÉPTIMO 
MEDIOS PROBATORIOS 

 
Solicito se decreten, practiquen e incorporen al proceso de conformidad con el 
artículo 173 del CGP, las siguientes en la oportunidad procesal pertinente: 
 
7.1. DOCUMENTALES ANEXAS: 

  
7.1.1. Copia de la cédula de ciudadanía del señor Andrés José Vásquez Bonilla. 

(ver folio No. 3). 
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7.1.2. Copia de la cédula de ciudadanía y Registro Civil de Nacimiento de Luz 
Mery Avirama Villaquirán. (ver folios No. 4 y 5). 

7.1.3. Copia de la cédula de ciudadanía y registro civil de nacimiento de Laura 
Fabiana Vásquez Avirama, expedido por la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, indicativo serial No. 1370966. (ver folios No. 6 y 7). 

7.1.4. Copia del Dictamen de Determinación de Origen y/o Pérdida de 
Capacidad Laboral y Ocupacional de la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez del Valle del Cauca y copia de Historia Clínica. (ver folios No. 8 
a 16). 

7.1.5. Declaraciones extrajuicio de la Notaría Tercera del Círculo de Popayán 
Números 03746 y 03748. (ver folios No. 17 y 18). 

7.1.6. Certificación de 10 de abril de 2018, expedida por Cedelca (ver folios No. 
23 y 24); se anexa Contrato de Trabajo a Término Fijo entre el señor 
Andrés José Vásquez Bonilla y Cedelca (ver folios No. 25 a 27). 

7.1.7. Registro Civil de Defunción del señor Andrés José Vásquez Bonilla 
indicativo serial No. 04427283. (ver folios No. 28 y 29). 

7.1.8. Copia de la comunicación 2733 de septiembre de 2007, expedida por 
Porvenir. (ver folios No. 30 a 34). 

7.1.9. Copia auténtica de la sentencia de primera instancia proferida por el 
Juzgado Laboral del Circuito de Puerto Tejada de 20 de abril de 2007. (ver 
folios No. 35 a 47). 

7.1.10. Copia auténtica de la sentencia de segunda instancia proferida por 
el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Popayán de 24 de julio de 2009. 
(ver folios No. 48 a 71). 

7.1.11. Copia del oficio No. 104 de 18 de abril de 2018 expedido por 
Porvenir. (ver folios No. 72). 

7.1.12. Copia del oficio No. 104 de 4 de agosto de 2021 expedido por 
Porvenir. (ver folios No. 73 a 75). 

7.1.13. Se anexa certificación expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura de 9 de septiembre de 2021. (ver folios No. 76 y 77). 
 

 
7.2. DOCUMENTALES POR SOLICITAR: 
 
De conformidad con la ley 1395 de 2010 y el C.P.L., la parte demandada deberá 
remitir con la contestación de la demanda copia autentica e íntegra de todos y 
cada uno de los documentos correspondientes a la historia laboral, expediente o 
archivo pensional del señor Andrés José Vásquez Bonilla, quien en vida se 
identificó con la C.C. No. 76’331.175 de Popayán. También deberá adjuntar su 
Historia Laboral completa. 
 
 
7.3. DOCUMENTALES POR Decretar, practicar e incorporar al proceso. 
 
Solicito que de conformidad con los artículos 78 y 173 de la ley 1564 de 2012, 
solicito se decreten, practiquen e incorporen al proceso los siguientes 



103 

 

documentos, información o expediente en copia auténtica y con fecha de corte a 
su expedición: 
 
7.3.1. Al Juzgado Segundo de Familia del Circuito de Popayán, quien puede ser 

requerido al correo electrónico j02fapayan@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
7.3.1.1. Sentencia de instancia dentro del proceso de Adjudicación Judicial de 

Apoyo a favor de Laura Fabiana Vásquez Avirama, identificada con la 
C.C. No. 1.061.806.484 de Popayán con radicación No. 
19001311000220210007800 o el que curse en relación con la misma 
persona. 

 
 

7.4. TESTIMONIALES: 
 
Con el fin de probar la dependencia económica de la menor con respecto de su 
padre, solicito citar a las direcciones proporcionadas o a través del suscrito 
apoderado o a las siguientes direcciones de correo electrónico: 
adrianypricon@gmail.com y estebanvel73@gmail.com, a las siguientes 
personas mayores de edad y vecinas de Popayán para que declaren sobre 
aquello que les conste y para ello formularé por escrito o de manera verbal las 
preguntas de conformidad con el C.G.P. Ellos son: 
 
1. John Eder Velasco Tobar, identificado con la C.C. No. 1.061.688.173. Quien puede 

ser notificado en la Carrera 5 # 27N - 15 - Barrio Los Hoyos de Popayán. Celular: 
3115088829. 
 

2. José Manuel Gómez Escobar, identificado con la C.C. No. 76.310.029. Quien puede 
ser notificado en Carrera 19 # 8 – 06 de Popayán. Celular: 3207742569. 

 
 

3. Pedro Antonio Semanate Ordoñez, identificado con C.C. No. 10.538.469. Quien 
puede ser notificado en la Calle 51 Norte # 5ª – 30 de Popayán. Celular: 
3206885670. 

 
VIII. CAPÍTULO OCTAVO 

ANEXOS 
 
a) Poder conferido al suscrito en legal forma. 
b) Copia de la demanda en medio magnético. 
c) Los documentos del acápite de relación probatoria documental anexo. 
d) Copia de la demanda y sus anexos para traslado a la entidad demandada. 
e) Copia simple de la demanda para el archivo. 
 
 

IX. CAPÍTULO NOVENO 
DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES 

mailto:adrianypricon@gmail.com
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La demandante puede ser notificada en la Carrera 7E No. 11-13 de Popayán. 
Correo electrónico: luzmery1776@gmail.com. Celular: 3116481774. 
 
El suscrito puede ser notificado en la Calle 5 No. 2- 41 segundo piso, teléfono 
8241867 de Popayán, correo electrónico: aefernandez@unicauca.edu.co. 
 
PORVENIR S.A., puede ser notificada en sus oficinas Generales ubicadas en la 
Calle 5 No. 8-35 de Popayán. Correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@porvenir.com.co. 
 
Al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado en 
la dirección acostumbrada por el Despacho. 
 
 
 
Del Señor Juez, con respeto, 
 
 
 
 
_________________________________ 
ÁLVARO EMIRO FERNÁNDEZ GUISSAO 
CC. No. 94’414.913 de Cali 
T. P. No. 147.746 del C. S. de la J. 

mailto:luzmery1776@gmail.com
mailto:aefernandez@unicauca.edu.co
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